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	Accionante:
	Alejandro González Ospina. 

	Accionado:
	Universidad Tecnológica de Pereira. 

	Procedencia:
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito 


ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor ALEJANDRO GONZÁLEZ OSPINA, contra el fallo del 11 de abril de 2014, mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, negó por improcedente la tutela interpuesta por el.
ANTECEDENTES: 
Relata el accionante que la Universidad Tecnológica de Pereira publicó en su página web invitación a las personas interesadas en participar en el proceso de contratación “Licitación Pública Nro. 15 de 2014” para selección de personal para coordinación, desarrollo y ejecución de los proyectos en la línea de sistemas inteligentes de transporte (ITS)”.
Manifiesta haber invertido considerable tiempo en lo relacionado con el estudio de la licitación, consecución de la documentación y desplazamiento hasta la UTP para entregarla según las exigencias de la misma, paralizando toda actividad pendiente y dedicándose de lleno a prepararse para la prueba.

Realiza una descripción de su hoja de vida para indicar su idoneidad como aspirante a la referida convocatoria.

Informa que el día del examen notó que las personas que iban llegando no se hablaban entre ellos, tampoco lo saludaron y no les notó el nerviosismo propio de los momentos previos a un examen.

Indica que un funcionario administrativo de planeación y la jefe de la misma oficina llegaron a la hora exacta del examen y se escuchó que les fueron entregado diferentes cuestionarios, dependiendo del perfil al que cada uno aplicaba. 
Igualmente, que al leer todos los puntos pensó que algunos de ellos estaban diseñados para “filtrar indeseados” y no se trataba de una verdadera prueba de conocimiento en los términos que señala la ley.
De acuerdo con el tiempo que tardaron los demás para desarrollar la prueba “casi todos salieron en, aproximadamente, 30 minutos; la penúltima persona tardó aproximadamente 70 minutos”; y él  se tardó algo así como 90 minutos de los 120 que estaban programados”, consideró por lo tanto que las demás personas ya conocían el contenido del examen.

Al tener en cuenta las exigencias del cargo denominado SENIOR_F, indagó en la web los perfiles de las otras tres personas postuladas para el mismo, encontrando que el perfil de Vanesa Velásquez era el menos fuerte entre los participantes, y es él el único que siendo ingeniero industrial tiene experiencia importante de la base del proyecto objeto de la licitación. 

Los resultados se publicaron el 20 de marzo cerca de las 6 de la tarde y la entrevista el 21 de marzo a las 10 a.m. sin prever un espacio de tiempo para presentar reclamaciones sobre el examen u otros aspectos. 
Censura que la participante menos fuerte hubiese quedado como única alternativa para proveer el cargo.  
De una entrevista con el ingeniero electrónico Juan David Hincapié Zea, se desprendieron informaciones, entre ellas que es director del grupo de investigación SIRIUS, que además fue el responsable de formular las preguntas para el examen y la posterior calificación. Solicitó información al ingeniero Zapata, ante quien le manifestó que debía pedir un segundo calificador 

Realizó una investigación de la cual encontró varios hallazgos:  la licitación estaba organizada para repartirla entre los integrantes del grupo SIRIUS, un familiar de uno de sus miembros y un trabajador de la oficina de planeación de la UTP; el examen de conocimientos fue diseñado por el director del grupo referido por lo que se violó el principio de imparcialidad objetiva y subjetiva; la licitación a pesar de estar planteada como un trabajo extensible por varios años no tuvo suficiente publicidad como ordena el estatuto de contratación de la UTP pues no era del interés de los convocantes.

Manifiesta su voluntad de entrar en un diálogo constructivo directo que reivindique sus derechos vulnerados y solicita la ayuda del juez de tutela a fin de que el arreglo propuesto esté dentro del marco de la ley. 

El representante legal del ente universitario accionado se pronunció sobre los hechos materia de tutela aceptando como ciertos los siguientes hechos: 
· la Universidad convocó la licitación pública 15 de 2014 para seleccionar personal para conformar un equipo de trabajo para ejecución de proyectos en la línea de sistemas inteligentes de transporte. 

· Se expidieron los términos de referencia con los requisitos para los aspirantes y las etapas del proceso de selección.
· Las etapas y requisitos de la convocatoria fueron cumplidos plena y rigurosamente.

· Las manifestaciones que realiza el actor en su escrito son conjeturas y sospechas sin fundamento a través de un ejercicio de rastreo de antecedentes de quién conoce a quién y quién es amigo de quién. Como un ejercicio para explicarse el por qué no resultó seleccionado, sobre dichas conjeturas la universidad se sujetará a lo que se pruebe. 
Respecto a los derechos reclamados, manifestó que se garantizó el debido proceso porque todas y cada una de las etapas del proceso se surtieron a cabalidad.
En cuanto al derecho a la igualdad, expuso que el actor no realizó afirmación concreta que les permita ejercer su derecho de defensa, dado que todo descansa en lo que el cree, piensa, intuye, desconfía, duda, sobre circunstancias que no está en condiciones de probar.

Respecto del derecho a la dignidad humana señaló que no ganar una licitación no puede ser lesivo de la dignidad de una persona, tampoco le parece una lesión del derecho al trabajo porque este lo tienen también los demás participantes en el trámite. 

Asimismo, indicó que le corresponde al actor probar que hubo fraude, colusión, violación del régimen ético o inhabilidades, incompatibilidades o conflicto de intereses en el procedimiento en el cual perdió su evaluación académica y no resultó seleccionado. 
Así las cosas se opuso a la prosperidad de las pretensiones, pues se relatan hechos, alegatos y opiniones, realizando peticiones que no tiene asidero en el derecho colombiano. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 
El Juzgado Cuarto Penal del Circuito al efectuar el análisis de la situación fáctica planteada, en sentencia del 11 de abril del año en curso, decidió negar por improcedente la acción de tutela, pues no se vislumbró ningún fundamento jurídico que tuviera alcance probatorio determinante de la violación de los derechos invocados por el accionante; además de ello el afectado no demuestra la ocurrencia de un perjuicio irremediable que le amenace algún derecho fundamental. Por otro lado acotó que existen vías judiciales ordinarias de defensa que no fueron utilizadas oportuna y adecuadamente. 
IMPUGNACIÓN 
El señor González Ospina inconforme con la decisión adoptada por el despacho de primera instancia, presentó escrito de impugnación dentro del tiempo legalmente establecido, con los siguientes argumentos:

· La demanda prueba que el examen de conocimientos violó el principio de imparcialidad objetiva y subjetiva, toda vez que fue diseñado y calificado por el director del grupo de investigación de SIRIUS de la UTP, quien tenía interés directo en que los asociados de dicho grupo ganaran la licitación, además tiene relación directa de amistad y trabajo con todos los miembros de dicho equipo e incluso con algunos familiares de los mismos. Adicional a ello se está realizando un análisis sobre la relación con la Oficina de Planeación de la UTP quien es una de las responsables del direccionamiento de la licitación, puesto que algunos datos obtenidos reflejan una posible orientación ilícita hacia allegados de esa oficina. 
· El no amparo de sus derechos, no solamente lesiona al demandante por no recibir los ingresos esperados, sino porque lo condena a menguar el derecho en función del tiempo que va corriendo.
· Manifiesta la juez de tutela que la entidad convocante tiene la libertad de diseñar los términos de referencia en que se llevara a cabo el mismo, reglamentaciones, forma, clase, contenido y alcance de cada una de las etapas, discute sin embargo que no le es dable a la universidad poner en desventaja un profesional por no pertenecer al grupo SIRIUS o no ser familiar de uno de los miembros de dicho grupo o allegado del departamento de planeación de la universidad, o amigo de quien formuló el examen y lo calificó. 
· Pretender ponerlo en la situación de presentar su reclamo a la justicia ordinaria implica grandes costos financieros con los que no cuenta.

· Se refiere a la “crítica” que realiza la juez al decir que “luego de reconocer las fortalezas académicas de los integrantes del grupo de investigación SIRIUS de la universidad, pide al juez que lo ayude en una especie de ‘arreglo’ del que no tienen referencia alguna en el derecho colombiano”.  Al respecto manifiesta que el hecho de que sean buenos profesionales no los exime de la posibilidad de proceder equivocadamente, por otra parte manifestó que solicitar la mediación de un juez en una causa lícita es un derecho y un fin del estado social de derecho.
CONSIDERACIONES
Competencia
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, en armonía con  los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1382 de 2000. 

Problema jurídico planteado
Corresponde a esta corporación determinar si la decisión adoptada en primera instancia, se realizó con observancia de los parámetros legales y constitucionales, evaluando la procedibilidad de la misma y verificando si efectivamente se afectaron o pusieron en peligro los derechos fundamentales del señor González Ospina
De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido transgredidos por la acción u omisión de una autoridad pública o de los particulares, de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

El asunto que ocupa la atención de esta Corporación, se concentra en determinar si es viable declarar que se violó el principio de imparcialidad objetiva y subjetiva en alguno de los procedimientos de la convocatoria realizada por la Universidad Tecnológica de Pereira, y posteriormente ordenar a dicho ente universitario la realización de un arreglo que reivindique los derechos presuntamente vulnerados al accionante.  

Teniendo en cuenta que la presente acción de tutela va dirigida contra una Universidad Pública, se debe recordar que estos claustros gozan de autonomía financiera, administrativa y académica, y así quedo plasmado en el artículo 28 de la Ley 30 de 1992.

ARTÍCULO 28. La autonomía universitaria consagrada en la Constitución Política de Colombia y de conformidad con la presente Ley, reconoce a las universidades el derecho a darse y modificar sus estatutos, designar sus autoridades académicas y administrativas, crear, organizar y desarrollar sus programas académicos, definir y organizar sus labores formativas, académicas, docentes, científicas y culturales, otorgar los títulos correspondientes, seleccionar a sus profesores, admitir a sus alumnos y adoptar sus correspondientes regímenes y establecer, arbitrar y aplicar sus recursos para el cumplimiento de su misión social y de su función institucional.
Asimismo la Corte Constitucional al estudiar el tema ha indicado que dicha autonomía tiene límites constitucionales y legales, pues el ejercicio de esa figura no puede devenir en arbitrariedad, y es precisamente esa limitación la que permite que el Juez de tutela en un determinado momento, pueda inmiscuirse en las decisiones de las instituciones de educación superior, especialmente cuando existen serias sospechas de que con ellas se están vulnerando derechos fundamentales.

Respecto al tema ha dicho la Honorable Corte Constitucional: 

“De esta manera, las universidades encuentran respaldo en la escogencia y aplicación de las reglas que le permitirán establecer una estructura y unas pautas administrativas acordes con su ideología, para cumplir con sus fines académicos, y pudiendo de esta manera funcionar con plena autonomía. Con todo, este principio de autonomía universitaria no puede constituirse en un derecho autónomo y absoluto que desconozca las normas y pautas mínimas establecidas en la ley, respondiendo a circunstancias del entorno social en que se encuentra, adquiriendo responsabilidades frente a la sociedad y al Estado, ya que tiene por fundamento el desarrollo libre, singular e integral del individuo. En consecuencia, este principio encuentra sus límites en el orden público, el interés general y el bien común. Al respecto, la Corte, en sentencia T-310 de 1999, señaló:

 
“...la autonomía universitaria encuentra límites claramente definidos por la propia Constitución, a saber: a) la enseñanza está sometida a la inspección y vigilancia del Presidente de la República (C.P. arts. 67 y 189-21); b) la prestación del servicio público de la educación exige el cumplimiento estricto de la ley (C.P. art. 150-23). Por ende, la autonomía universitaria no excluye la acción legislativa, como quiera que ésta “no significa que haya despojado al legislador del ejercicio de regulación que le corresponde”, c) el respeto por los derechos fundamentales también limita la autonomía universitaria. A guisa de ejemplo encontramos que los derechos laborales, el derecho a la educación, el debido proceso, la igualdad, limitan el ejercicio de esta garantía...”.
Por lo tanto, a pesar de que el amparo constitucional pueda inmiscuirse en el tema de la autonomía universitaria, es de anotar que el Decreto 2591 de 1991, estableció las causales específicas de improcedencia de la tutela:

i) existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus

iii) Protección de derechos colectivos

iv) Casos de daño consumado

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez, tutela contra sentencias de tutela y la tutela temeraria. 
Finalmente se debe hacer claridad sobre la subsidiariedad de la tutela, pues no se puede acudir a ella suplantando medios judiciales existentes y ordinarios, es por esto que se debe realizar el análisis para determinar la procedencia de la misma.

En este punto es bueno recordarle al libelista que si bien a simple vista el antepuesto decreto, nada establece respecto de la carga de la prueba, sí hay varios de sus apartes en donde deja entrever la necesidad de que se aporten pruebas para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por tal motivo tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión.
En cuanto a esa cuestión dijo la Corte Constitucional:
“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia.
El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad.
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” [1] (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre aunque sea mínimamente.
Del caso concreto.

Considera el señor Alejandro González Ospina, que la Universidad Tecnológica de Pereira le vulneró sus derechos al debido proceso, la igualdad, dignidad humana y derecho al trabajo, al no haber sido elegido en los resultados de la convocatoria a la licitación pública de selección de personal para la coordinación, desarrollo y ejecución de los proyectos en la línea de Sistemas Inteligentes de Transporte realizada por la Universidad Tecnológica de Pereira.  

Advierte la Sala que el accionante no demuestra la ocurrencia de un perjuicio irremediable que amenace efectivamente algún derecho fundamental, siendo este un requisito esencial para acudir al amparo constitucional.

Referente al tema concreto de la convocatoria, encuentra la Sala que en la acción incoada no están sustentadas ni expresadas concretamente las normas legales que dejaron de observarse, bajo ese contexto, y teniendo en cuenta que las reglas del concurso estaban establecidas por la licitación pública 15 de 2014, que el actor tuvo pleno conocimiento de las mismas, y el hecho de haber aceptado participar voluntariamente dentro de ella, implica que las aceptó y por ende siempre estuvo en igualdad de condiciones respecto de los demás concursantes.

De lo anterior se hace necesario confirmar la negativa de lo solicitado al resultar improcedente por la inexistencia de la vulneración a los derechos invocados, pues la universidad actuó de acuerdo a lo estipulado en la resolución que rige el concurso del cual él aspiraba ser parte. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Tutelas, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad conferida en al Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo objeto de revisión, toda vez que en el presente asunto la tutela resulta improcedente ya que no se vislumbra vulneración alguna a los derechos fundamentales del señor ALEJANDRO GONZÁLEZ OSPINA, por parte de la entidad accionada. 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
(En uso de permiso)
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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